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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Ruben Obispo. 


MIEMBROS: Señores Representantes Sebastián Da Silva, José Homero Mello, Ricardo Molinelli y Alberto 
Perdomo. 


ASISTE: Señor Representante Ambrosio Rodríguez. 


INVITADOS: Por el Congreso de Intendentes señores Intendentes Municipales de Colonia, doctor Carlos 
Moreira Reisch; de Tacuarembó, doctor Eber Da Rosa; de Soriano, Gustavo Javier Lapaz 
Correa; de Paysandú, escribano Alvaro Lamas; y el Prosecretario, doctor Jorge Rodríguez. 


Por la Intendencia Municipal de Paysandú señores Heber Coello, Director General 
Administrativo, ingeniero Horacio Marsico, Director General de Obras, e ingenieros José 
Grajales y Carina del Palacio, asesores. 


SEÑOR PRESIDENTE (Obispo).- Está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a la delegación del Congreso de Intendentes, integrada por los 
Intendentes de Paysandú, escribano Álvaro Lamas; de Tacuarembó, Eber da Rosa; de Colonia, Carlos 
Moreira Reisch, y de Soriano, Gustavo Lapaz; el Prosecretario del Congreso de Intendentes, doctor Jorge 
Rodríguez; el Director General Administrativo de la Intendencia de Paysandú, Heber Coello; el asesor de la 
Intendencia de Paysandú, ingeniero José Grajales; el Director General de Obras de Paysandú, ingeniero 
Horacio Marsico, y la asesora de la Intendencia de Paysandú, ingeniera Carina del Palacio. 


El motivo de la reunión es para que los señores Intendentes planteen su visión sobre un proyecto de ley que 
está a estudio de esta Comisión, relativo al establecimiento de tarifa diferencial para grandes consumidores 
de energía eléctrica, y la actual situación que tienen con UTE. 


SEÑOR LAMAS.- En primer lugar, quiero manifestar el aprecio por la decisión de habernos recibido 
tan rápidamente. 


Aspiramos a que con un trabajo que se realizó en Paysandú, podamos aportar datos ilustrativos para esta 
Comisión, que está tratando la iniciativa presentada por el señor Diputado Rodríguez, que vendría a 
solucionar, desde el punto de vista normativo, la necesidad que las distintas Intendencias y Gobiernos 
Departamentales tenemos de contar con una tarifa que comprenda el alumbrado público y que tenga un costo 
sensiblemente inferior al que existe hoy. 


Voy a hacer una breve introducción y algunos comentarios. No es casual que sean varias las Intendencias que 
hemos tenido inconvenientes para pagar o mantenernos al día con el pago de este servicio público. La 
Intendencia de Paysandú estuvo pagando con todos los beneficios de buen pagador y los descuentos que UTE 
otorgaba hasta setiembre de 2000. Avizoramos estas dificultades y lo planteamos directamente en el 
Directorio en agosto de 2000, a escasos quince días de haber ingresado a la comuna; el planteo de la 
Intendencia no fue considerado, y se dio lo que nosotros pensábamos que iba a suceder: surgieron 
dificultades para hacer frente al pago del servicio de alumbrado. 


A la Intendencia le ha significado desde esa época, con el dólar al precio anterior, alrededor de US$ 200.000 
mensuales; hoy estamos en alrededor de US$ 100.000. Hemos recibido insistentemente de parte de UTE un 
planteo sobre la conveniencia y la necesidad de celebrar un convenio por la deuda anterior. Nosotros hemos 
dilatado esa decisión hasta tener un estudio concienzudo del alumbrado público de nuestro departamento y, 
además, también aspiramos a que esto tenga una resolución global, no solamente que comprenda un convenio 
sobre la deuda anterior, sino sobre las tarifas a aplicarse de aquí hacia el futuro. Porque, como ustedes 
comprenderán, si tenemos que seguir pagando o intentar pagar una deuda anterior más US$ 100.000 
mensuales de alumbrado, no va a ser posible para la Intendencia de Paysandú, y me atrevo a pensar que la 
misma situación se va a repetir en las otras Intendencias. 


Nosotros pensamos que si el costo del alumbrado fuera más accesible, en nuestro departamento podríamos 
extender hasta un cien por cien las luminarias que hoy tenemos porque las necesidades urbanas y del interior 
así lo ameritan, pero no lo podemos hacer. Pensamos que si no se celebra un convenio con UTE que 
signifique una rebaja sustancial, no vamos a poder pagar. Estamos pidiendo que la gente se sensibilice sobre 
el monto de las tarifas y con la forma en que UTE las ha calculado. En este sentido, creemos que es bueno 
que se sepa que hemos tenido un enfrentamiento en un medio periodístico con el Vicepresidente del 
Directorio de UTE. Ayer, contestamos una carta del señor Pienica, publicada en "El Telégrafo" y en "La 
República", a fines de febrero. 


A raíz de ese estudio, se obtuvieron conclusiones significativas y que, a nuestro juicio, avalan nuestra 
aspiración de contar con una tarifa mucho más acorde con la realidad y con lo que significa el alumbrado, 
que es un servicio público, en el cual no solamente está comprendida la Intendencia, sino también el 
Ministerio del Interior por la seguridad, los grupos de viviendas de MEVIR y todas las actividades sociales y 
deportivas, hoy con tantas dificultades para llevarlos adelante. Este trabajo tiende a aportar conocimiento de 
la situación de Paysandú, para que el Poder Legislativo enriquezca la discusión de este proyecto de ley, 
atendiendo a esta realidad. Además, con este estudio hemos aprendido muchas cosas -les pasará lo mismo a 
los señores Diputados-, en cuanto a pliego tarifario, tarifa multihorario, etcétera. 


En Paysandú se vienen dando emprendimientos comerciales como el supermercado TA-TA, que es una gran 
superficie, que en el horario de la madrugada que es el más bajo de todos cuando se tiene tarifa multihorario, 
el kilovatio para esta empresa es de $ 0,39, mientras que en ese horario para la Intendencia es de $ 2,41. 


Por último, quiero señalar que en razón de que la Intendencia tiene esta deuda, no puede acceder a los 
beneficios que el Directorio de UTE ha ido plasmando durante la historia. En algunos lugares hemos 
colocado medidores, contadores, pero no han sido aceptados por UTE y los trámites no se culminan. En base 
a esa medición, que se hace pero que no se computa, hemos racionalizado el uso del alumbrado público 
porque se nos está pidiendo que gastemos menos, entonces, apagamos el 70% de las luminarias. Pero, como 
UTE no nos aprueba porque tenemos deuda, nos calcula el costo de la factura por conteo. La tarifa por conteo 
es más cara que la de medidor: $ 2,41 en lugar de $ 1,95, y tiene la de que por conteo nos cuentan las 
apagadas; entonces, UTE nos factura por las prendidas y por las apagadas. Esta es una de las cosas más 
significativas que los señores Diputados podrán apreciar en este trabajo. Es evidente que nosotros no hemos 


hecho un seguimiento; en vez de limitarnos a hacer el trámite, instalar el medidor y empezar a apagar luces, 
porque entendimos que esa era la forma de conducirse entre organismos del Estado, nos encontramos con que 
se nos penaliza de esta manera. En definitiva, este es un castigo que se impone no a la Intendencia de 
Paysandú ni al Intendente sino a sus contribuyentes, que son quienes soportan con tantas dificultades el costo 
del alumbrado público. 


Voy a ceder la palabra al ingeniero industrial Grajales, que es un técnico ajeno a la Intendencia, a quien 
hemos contratado para realizar este estudio y en quien hemos descubierto a un eficaz colaborador que, junto 
con los demás integrantes de la Intendencia, tanto del sector del Departamento de Obras del que depende 
Alumbrado como de Administración, se ha formado un equipo que hoy nos permite enfrentar una 
negociación con UTE que queremos que fructifique. Que quede bien claro que nosotros aquí no estamos más 
que para buscar acuerdos. Lo hemos dicho públicamente: queremos acordar con UTE. Queremos pagar a 
UTE, pero queremos saber en qué condiciones y con qué tarifas. 


(A continuación se muestran una serie de proyecciones) 


SEÑOR GRAJALES.- Lo que vamos a ver ahora es un trabajo que se ha preparado, como lo acaba de 
explicar el Intendente Lamas, en el que vamos a mostrar la situación actual del alumbrado público en 
la ciudad de Paysandú. Vamos a ver algunas cifras que enfocan analizar, en primer lugar, la deuda que 
hoy tiene Paysandú con UTE. Por otro lado, vamos a hacer un enfoque de las tarifas que hoy día se 
aplican en alumbrado público en general en toda la República. Trataremos de mostrar el beneficio que 
implicaría a las comunas un cambio de tarifa y vamos a terminar con el enfoque que ha dado la 
Intendencia Municipal de Paysandú del alumbrado público; no solo venimos a pedir una rebaja de 
tarifa, a demostrar sobrefacturaciones, sino que también estamos haciendo un trabajo muy serio en 
cuanto a optimizar los recursos que, en definitiva, es la energía eléctrica que UTE nos proporciona 
para brindar servicio a la comunidad. 


La ciudad de Paysandú cuenta con 875 hectáreas, con 80.000 habitantes y con un total de 7.677 luminarias, ni 
una más ni una menos, de acuerdo con un excelente relevamiento que hizo el Departamento de Obras, cuadra 
por cuadra, metro por metro. Eso da un índice de 9 luminarias por cada manzana, una luminaria cada diez 
habitantes y una potencia total instalada de 1.900 kilovatios. Esto hace de Paysandú, de acuerdo con algunos 
estándares, una ciudad con un excelente alumbrado público. 


Vamos a dar a esta exposición dos enfoques principales: uno desde las tarifas y, otro, desde el consumo. 
Cuando hablamos de tarifas, nos referimos a cuánto nos cuesta el alumbrado público, y cuando hablamos de 
consumo, a cómo lo gastamos. 


En cuanto a tarifas, queremos tocar tres o cuatro puntos fundamentales. El primero de ellos es qué ha pasado 
en ciudad de Paysandú o qué hemos descubierto en función de este trabajo que hicimos con respecto a los 
trámites frente al ente de energía eléctrica, UTE. Vamos a analizar la regularización de trámites, y el tipo de 
tarifas que se aplica y cuánto nos cuesta, por qué el conteo y que quiere decir esto, que alternativas hay y si 
son viables. 


La regularización de trámites es un tema particular de Paysandú. Esta ciudad tiene alrededor de doscientas 
facturas que recibe por alumbrado público del ente autónomo UTE, de las cuales investigamos cuatro que 
encontramos raras o con problemas. Estos trámites, por falta de fluidez de comunicación entre UTE y la 
Intendencia, desórdenes administrativos o llámese como quiera, han terminado significando para la Comuna 
un sobrecosto durante estos últimos años. Estos trámites refieren a carpetas de nuevos servicios que nunca se 
cierran, provisorios de obras que se realizan y quedan colgados y administrativamente nunca se terminan de 
cerrar -por ejemplo, solicitud de ampliaciones de carga-, luminarias que se adicionan al sistema y como no 
existe fluida comunicación con UTE, nunca se dan de alta y cuando esto sucede, nunca se sabe si la cantidad 
corresponde. En definitiva, todo esto apunta a un cortocircuito en la comunicación entre la Intendencia 
Municipal de Paysandú y UTE, con todos los problemas que esto nos acarrea y que lo vamos a ver ahora con 
cuatro ejemplos muy claros. 


El concepto es que cuando iniciamos un trámite ante UTE -cualquier Intendencia lo hace- y este no se cierra 
adecuadamente, el proceso termina en una sobrefacturación. Por ejemplo, cuando se instala un medidor y no 
se mide y a la larga ese alumbrado funciona, puede suceder que pase un año y vengan a tomarnos el consumo 


y nos cobren todo junto. Esto significaría para la Intendencia una gran sorpresa. Por otro lado, cuando el 
agente del alumbrado público se pone a optimizar, a racionalizar, a gastar sobre circuitos de alumbrado 
existentes, aplicando criterios de racionalización, como eso no se está midiendo, a fin de mes no resulta en un 
beneficio, no se baja la factura por eso. Y esto sucede porque hay trámites que quedan colgados. 


En definitiva, esa falta de regularización de trámites nos trae problemas de facturación superior al consumo 
real, como lo veremos en los ejemplos que son muy específicos en este aspecto. Además, podremos apreciar 
que hay servicios que no se facturan durante mucho tiempo y después aparecen todos juntos, recursos que la 
Intendencia gasta para optimizar y nunca dan resultado y ausencia de un beneficio real en las facturas cuando 
se gastan esos recursos en optimización. 


SEÑOR LAMAS.- Solo quiero hacer una acotación. 


Ninguna de estas situaciones detectadas significa un beneficio para la Intendencia; no hay ningún error 
detectado que beneficie a la Intendencia, sino que todos benefician a UTE. 


SEÑOR GRAJALES.- Como decía, vamos a ver cuatro ejemplos puntuales y uno de ellos es lo que 
ocurre con la avenida Wilson Ferreira Aldunate que tiene 127 luminarias de 350 vatios. Se ponen los 
postes, las luminarias, las líneas, se hace el trámite para colocar el medidor -el costo de esa carpeta era 
de $ 25.000 en su momento-, que es colocado por UTE, pero el trámite nunca se cierra y nunca se 
habilita el medidor; es decir, el medidor no está contando, no mide. Sin embargo, toda la obra está 
pensada y hecha para que hubiese medición, pero nunca se mide. El alumbrado se inaugura, empieza a 
funcionar y existe hoy día. 


Al año de que se habilita el alumbrado, se hace un trabajo de racionalización. Se instala un aparato 
electrónico de forma tal que el 33% de esas luminarias quedan prendidas desde la hora 22.30 a las siete de la 
mañana, o sea, bajamos el consumo para ahorrar. Pero como no se cerró el trámite inicial, UTE no mide y nos 
cobra esas luminarias por conteo, lo que después veremos de que se trata. Ese conteo en esa serie de 
luminarias nos cuesta mensualmente $ 38.600; eso es lo que se nos factura por la iluminación de la avenida 
Wilson Ferreira Aldunate, cuando lo que en realidad gastamos es $ 16.500 por mes. Si hubiesen puesto los 
medidores a funcionar y no hiciéramos la racionalización, gastaríamos $ 31.300. Pero la sobrefacturación que 
tenemos hoy en día en esa iluminación es la diferencia entre $ 38.600 y $ 16.500. Vuelvo a reiterar, los 
medidores están, los recursos los gastamos todos: los gastó la Intendencia al racionalizar porque puso las 
líneas y los focos, y los gastó UTE porque puso los medidores, pero todos esos recursos están subutilizados, 
y no hay beneficio para nadie. Hay sobrefacturación para la Intendencia que, indudablemente, le implica 
mayores gastos. 


Como dije, el costo de esa carpeta era de $ 25.000 y desde el momento en que no se cerró ese trámite hasta 
ahora, hemos pagado de más $ 225.000; sacando el costo de la carpeta, pagamos diez carpetas. En definitiva, 
aquí el problema no es que no se pagó la carpeta; la facturaron diez veces. Quería que ustedes vieran esto 
porque es realmente representativo. 


El segundo ejemplo es el de la avenida República Argentina, que tiene el mismo tipo de iluminación, donde 
la Intendencia ha hecho el mismo trabajo de instalación y racionalización. Los medidores están pero nunca se 
habilitaron, y eso a la Intendencia le cuesta mensualmente: la facturación que aparece es de $ 20.800, contra 
el consumo real que es $ 8.900. Aquí tenemos una sobrefacturación, que se viene dando desde el momento en 
que se inaugura ese alumbrado. Nuevamente, aquí los recursos están invertidos por parte de la Intendencia y 
por parte de UTE. Todos técnicamente hicieron lo que tenían que hacer, pero hay un error administrativo, hay 
un trámite que no se cierra y una sobrefacturación mensual para la Intendencia Municipal de Paysandú. 


El tercer ejemplo no es alumbrado público sino que refiere a provisorios de obra. Cuando se hace una obra se 
pide en habilitación, un provisorio, un tablero, etcétera. Un caso típico de esto es el Teatro Florencio 
Sánchez. En mayo de 1982, se hace una obra y se pide un provisorio de obra, pero nunca se cerró. Todo lo 
que UTE nos dio para esa obra, por supuesto ya se retiró -no está el equipo ni los cables-, pero el trámite 
administrativo no se cerró. Esta obra arrancó del 1% de mayo de 1982, llevó tres o cuatro meses, o sea que el 
alquiler que nos cobraban por eso tendría que haber durado ese tiempo; sin embargo, al día de hoy llevamos 
230 cuotas pagadas por ese alquiler. Si ese alquiler fuera de $ 100 o $ 200, no pasaba nada, pero exactamente 


a nosotros nos cuesta $ 11.374 por mes. Haciendo una estimación muy gruesa, y sin entrar a hablar de IPC ni 
nada por el estilo, llevaríamos pagado alrededor de $ 2:500.000 por un alquiler del año 1982 a la fecha. Aquí 
hay una error administrativo y no es de la Intendencia Municipal de Paysandú. 


El cuarto ejemplo tiene que ver con los semáforos en ciudad de Paysandú. Paysandú cuenta con una red de 
semáforos de 84 cruces, y por una falta de acuerdo entre UTE y la Intendencia Municipal de Paysandú, esos 
semáforos nos cuestan como si fueran luminarias comunes y corrientes del alumbrado público, lo cual no es 
para nada real, porque ni consume lo que el alumbrado público ni está prendido todo el tiempo que lo está el 
alumbrado público. Esto nos lleva a una sobrefacturación. Los semáforos nos cuestan mensualmente 

$ 80.000, cuando el consumo real de ellos sería de $ 52.000, la diferencia son $ 28.000. 


Vuelvo a reiterar algo que dije anteriormente. Sobre doscientas facturas que recibe la Intendencia Municipal 
de Paysandú, mostré solo cuatro ejemplos y estoy plenamente convencido de que hay más. Estamos 
trabajando para seguir descubriendo estos errores que se han venido dando desde tiempo atrás hasta la fecha. 
Esto se sigue dando porque la facturación de UTE sigue siendo, en estos cuatro ejemplos por lo menos, de la 
misma manera 


Esto fue descubierto en la ciudad de Paysandú, y estamos trabajando fuertemente para dilucidar todo lo que 
nos queda por descubrir y será motivo de alguna discusión con los técnicos de UTE para que podamos, con 
fuerza y argumentos técnicos reales, lograr las quitas justas en los montos de deudas que hoy tenemos, que 
serán bienvenidas. 


Ahora vamos a entrar en un tema muy relacionado con el proyecto que hoy ustedes están analizando, me 
refiero al conteo. La aplicación de este sistema le cuesta muy caro a la ciudad de Paysandú porque la mayoría 
de las luminarias que tenemos en el departamento son facturadas por conteo. El 75% de la iluminación de 
Paysandú es facturada por conteo, lo que es un mal necesario, porque la gran cantidad de luminarias que tiene 
este departamento y la distribución de su ciudad hace imposible que tengamos líneas con medición para ellas 
pues no sería rentable; sería una inversión enorme para una baja rentabilidad, recursos que, por otra parte, no 
existen. Reitero, es un mal necesario tener el conteo en la actualidad de la forma que UTE lo factura. 


Cuando UTE factura por conteo, nos cobra cada 100 vatios instalados, $ 88.78; eso significa, en números 
sencillos, que nos cuesta $ 2,41 por kilovatio/hora consumido porque UTE considera que las luminarias están 
prendidas doce horas por día. Se puede demostrar cuántas horas noches promedio realmente tenemos en 
Uruguay, en Paysandú, en Montevideo; son datos que la Dirección Nacional de Meteorología los puede 
proporcionar. Es clarísimo que los peores días de invierno podemos tener doce horas de noche, de las siete de 
la tarde a las siete de la mañana, pero no en verano. Es decir que facturar doce horas en verano no es lógico. 
Los promedios calculados dan entre nueve horas y media a diez horas por día. Ustedes dirán que dos horas es 
poca cosa, pero multiplíquenlo por la potencia contratada en el departamento de Paysandú y por la cantidad 
de meses del año y verán la cifra que significa eso. Si eso fuera con medición, el precio sería de $ 1,957. Ya 
ahí vemos una diferencia importante entre lo que nos cobran por conteo y con medición, cuando el kilovatio 
es el mismo, y la energía que va por el cable es la misma, sea cobrada por conteo como por medición. ¿Por 
qué la diferencia? 


Además, en Paysandú tenemos otro problema. Cuando empezamos a trabajar se nos ocurrió verificar la 
cantidad que nos estaban cobrando y saber cuántas lámparas teníamos en Paysandú. Ahí empezamos a hacer 
un relevamiento para comparar. Tomamos tres datos: lo que medimos o fuimos a contar a la calle, lo que 
UTE decía que teníamos allá por el año 2001 y lo que surgía de la facturación. Queríamos estar seguros de 
que todo cerrara. Entonces, el Departamento de Obras de la Intendencia hizo un trabajo de relevamiento 
metro a metro, calle por calle y ahí surgió la cifra que mencioné anteriormente de 7.777 luminarias, ni una 
más ni una menos, que están todas distribuidas en un plano, lo cual da un total de 1.900 kilovatios relevados. 
Eso es así -más menos una lámpara porque todos nos podemos equivocar-, está ahí: 1900 kilovatios. 


Según los datos de UTE de 2001, brindados por la oficina que se encarga de esto para los departamentos del 
interior, tenemos 1.908 kilovatios instalados, lo cual cierra con lo anterior, mostrando que hicimos bien el 
relevamiento. Pero cuando vemos la última facturación del año 2002 nos encontramos con 2.300 kilovatios. 
Entre 2.300 y 1.900 kilovatios hay 400 kilovatios de más. Hablando en criollo para que lo entendamos todos, 
eso significa 1.600 lámparas de 250 vatios. Nos podemos haber equivocado en diez, quince o veinte 
lámparas, pero no en 1.600; es imposible. Acá tenemos un problema. Acá tenemos una sobrefacturación. Son 
400 kilovatios que, vuelvo a repetir, significan 1.600 luminarias. 


Entonces, el conteo es para nosotros un problema enorme. ¿Por qué? Porque nos cobran doce horas por 
luminaria, porque el kilovatio por hora es más caro y porque nos cobran 1.600 lámparas de más. ¡Vaya si es 
problema! 


Queremos hacer un ejercicio numérico muy sencillo. Supongamos que hay alternativas para el conteo como 
puede ser otro tipo de tarifa a cobrar. Hagamos los cálculos en base a lo que consume Paysandú. A Paysandú 
hoy el alumbrado público le cuesta $ 2:500.000 con la tarifa de alumbrado general que tiene aplicada, que 
incluye conteo y, en algunos casos, algo de medición. Recuerden que el 80% de nuestra facturación es por 
conteo y el 20% por medición. El pliego tarifario de UTE tiene varias alternativas, desde residencial simple - 
que es la que pagamos en nuestra casa-, doble horario, grandes consumidores, etcétera. Hay seis o siete tipos 
de tarifas que se pueden aplicar. No quiero decir que el alumbrado público lo puedan cobrar como residencial 
simple porque no es lógico, pero hagamos un ejercicio numérico para ver dónde estamos ubicados. Este 
ejercicio numérico nos dice lo siguiente: el alumbrado público es la energía eléctrica más cara. ¿Por qué? 
Porque si, por ejemplo, facturaran a la Intendencia de Paysandú como gran consumidor, nos saldría 

$ 1:000.000 y no $ 2:500.000. El alumbrado público es la energía eléctrica más cara. Para que quede bien 
claro y ejemplificado vamos a ver una gráfica que muestra cuánto nos cuesta el alumbrado y cuánto nos 
podría costar si nos facturaran con la tarifa de grandes consumidores. Esto se da de cualquier manera que lo 
analicen. Tomen una factura cualquiera, aplíquenle la tarifa y les dará lo mismo. Tomen el total, hagan las 
cuentas y les va a dar esto; podrá moverse un escalón para arriba o para abajo, pero siempre estamos en el 
rango superior, no en el inferior. 


Si en Paysandú tuviéramos aplicada una tarifa de grandes consumidores, ahorraríamos un 60% de dinero 
todos los meses. Si lo llevamos al año, esa cifra va a significar seguramente un ahorro que ahora vamos a 
tratar de llevar a números. 


Voy a rescatar algunos conceptos del proyecto de ley que van a considerar en esta Comisión porque es 
importante que queden claros. La energía eléctrica que gasta la Intendencia Municipal de Paysandú -ya lo 
manifestó el señor Intendente Lamas- y las demás Intendencias no es para lucrar; se gasta en servicio de 
alumbrado público que se traduce en seguridad pública, en servicios en los merenderos, en las policlínicas, en 
la cultura, en el deporte, etcétera. Entonces, como establece el proyecto de ley, aplicar la tarifa más cara no 
parece justo. 


Tanto a la Intendencia Municipal de Paysandú como a las demás Intendencias, UTE dice que no puede 
aplicar la tarifa de grandes consumidores porque si bien la cantidad de energía consumida es mayor que la 
que consumen los grandes consumidores, lo hace en distintos puntos y no hay un solo medidor. Por ejemplo, 
Paysandú que consume más de 1:000.000 kilovatios/hora por mes superaría lo que se pide para facturar como 
grandes consumidores, y la potencia contratada sería también mayor que la de grandes consumidores, pero en 
distintos puntos. Pero vuelvo a repetir que tal vez el concepto sea otro y no este. Anualmente, para al 
Intendencia Municipal de Paysandú pasar de la tarifa actual a la tarifa de grandes consumidores le significaría 
un ahorro anual de US$ 630.000. Esta cifra será distinta para cada Intendencia de acuerdo a los componentes 
de alumbrado que tenga, pero van a ser todas cifras muy sustanciosas. La mayoría de las comunas están 
trabajando para lograr un cambio conceptual en la tarifa de alumbrado público que se aplica. 


Si en Paysandú lográramos regularizar los trámites, que el conteo bajara de doce a diez horas y regularizar la 
cantidad de potencia instalada, podríamos alcanzar un ahorro anual de US$ 300.000. Como vimos 
anteriormente, un cambio en el tipo de tarifa significaría para Paysandú un ahorro anual de US$ 630.000. 
Pero, más allá de eso, haría al alumbrado público viable y pagable para la ciudad de Paysandú. 


Acá veníamos a exponer cifras, a demostrar cuánto cuesta a Paysandú la actual tarifa y a contar los 
problemas de comunicación que hemos tenido con UTE, pero nuestro departamento no ha trabajado solo en 
ese sentido. Ha trabajado muy fuertemente en tratar de ahorrar, de racionalizar y de no malgastar la energía 
eléctrica que recibe de UTE. En ese aspecto hay proyectos realizados, ejecutados y en ejecución y hay 
financiación del Fondo de Desarrollo del Interior. Es decir que hay trabajo serio al respecto. No solamente 
venimos a quejarnos, sino que también estamos trabajando para gastar de la mejor manera posible y bajar los 
consumos, cosa que me parece importante y espero que cada departamento también haga lo suyo. 


Supongamos que llegamos a firmar un convenio y que terminamos acordando el pago de la deuda y, 
logramos las tarifas adecuadas para hacer el alumbrado viable, pero tenemos que trabajar para que no pase 
más la falta de regularización de trámites, las sobrefacturaciones y las sorpresas. En ese sentido, la 


Intendencia Municipal de Paysandú ha trabajado en tres aspectos fundamentales. En primer lugar, ha 
instalado una base de datos donde ingresamos mensualmente todas las facturas y hacemos una serie de 
consultas. En definitiva, generamos una base de datos con toda la facturación de UTE de los años 2000, 2001 
y 2002 y que vamos a seguir ingresando a medida que vayan apareciendo facturas. Sobre esa base vamos a 
hacer consultas para comparar, por ejemplo, cada factura con un valor teórico que debería tener y así detectar 
si tenemos diferencias importantes, analizando esa factura, porque ahí algo pasó. Además, podemos sacar 
otro tipo de conclusiones, como ser promedios históricos o evolución de consumo. Es decir que vamos a 
trabajar muy fuertemente en tratar de que estos errores no nos ocurran más, teniendo muy dominado la 
facturación, no solamente de UTE, sino toda la que recibamos. Pretendemos que no termine siendo un 
trámite administrativo sencillo que consista en sellar, firmar y pagar, sino que controlaremos lo que gastamos. 


En segundo lugar, en Paysandú hemos trabajado -como ya lo he manifestado- en un relevamiento, porque no 
podemos hablar del alumbrado público si no lo conocemos. Debemos tener dominado completamente el 
alumbrado. Tenemos que saber qué y dónde lo tenemos y en qué estado está, si funciona o no; tenemos que 
conocerlo. El Departamento de Obras está trabajando sobre ese relevamiento que cité y que está terminado, 
llevando eso a un plano AutoCAD, a planillados que nos permiten conocer nuestro alumbrado público: 
cuántas lámparas hay, de qué tipo y cómo están distribuidas. 


En tercer lugar, estamos trabajando en lo que se llama Sistema de Información Geográfico, que es ligar esa 
base de datos que tenemos de luminarias y de facturación a un plano real de nuestra ciudad, de nuestro 
departamento, donde podremos ubicar en cada coordenada una luminaria. Estamos trabajando muy 
fuertemente en esos tres sentidos. 


Como dije anteriormente, no solamente venimos a pedir que nos bajen la tarifa y a decir que nos han cobrado 
de más, sino que estamos trabajando para usar la energía eléctrica de la mejor manera posible para que, en 
definitiva, sirva a todos: a nosotros, a UTE y al país todo. 


SEÑOR LAMAS.- Con respecto a la facturación, pudo haber habido una falta de seguimiento por 
parte de la Intendencia, pero nosotros aplicamos el concepto de la buena fe entre organismos del 
Estado, así como debe ser aplicado en la sociedad en su conjunto. Nunca discutimos las facturas de 
UTE; no se nos ocurrió que podían estar mal. Por suerte se nos ocurrió ahora, porque si no, podríamos 
seguir con una serie de errores que, repito, siempre son a favor de UTE y en contra de nuestra 
Intendencia. 


Todo lo que hemos intentado hacer en cuanto a racionalización se nos ha impedido por cosas como esta. Pero 
lo cierto es que cuando todo el Estado está buscando reformarse -no vamos a hablar de la reforma del Estado, 
pero entendemos que debe ser más eficiente-, a nosotros se nos está dificultando ser más eficientes. Nos 
vemos impedidos de ser más eficientes por cosas como estas. 


De acuerdo a la ley y a las posibilidades, estamos ante la eventualidad de que UTE pueda subrogarse en el 
cobro del alumbrado para que, con su tan manida morosidad casi cero, cobre el alumbrado. Pero estaríamos 
pasando a nuestros contribuyentes el cobro del alumbrado que es el más caro del país. Entonces, hemos 
tomado la decisión de que primero se aclaren estas cosas porque una vez que se traspase a la gente el cobro 
del alumbrado, UTE puede quedar con la facultad de subir la factura, independientemente de la voluntad de 
la gente y de la Intendencia. En alguna otra hipótesis, un aumento puede estar supeditado a que la Intendencia 
opine o pueda tener incidencia en la determinación de las facturas o de los aumentos. Pero si UTE aumenta 
un 24%, de acuerdo a las resoluciones de su Directorio, ¡automáticamente la gente va a pagar, junto con su 
factura, un 24% más! Y si no lo paga, le van a cortar la luz de su casa. 


Entonces, esto engloba, a nuestro juicio, una serie de cosas a las que hay que buscarle una salida. Nosotros 
queremos buscar una salida, pero que sea racional. Queremos prestar el alumbrado. Tenemos una ciudad con 
uno de los mejores alumbrados del país, que queremos mantener y aumentar. Eso redunda en un beneficio 
para la gente, que creo que es lo que tenemos que hacer. 


Queremos ser más eficientes. Hacemos esfuerzos tremendos para ser más eficientes. La prueba está acá, pero 
debemos tener las herramientas adecuadas para poder lograrlo. Y nos vemos enfrentados a este tipo de cosas 
que nos impiden ser más eficientes, trasladar beneficios a la gente, ampliar el alumbrado y hacer toda una 
cantidad de cosas que podríamos hacer si no se dieran estas circunstancias. 


SEÑOR MOREIRA REISCH.- La exposición sanducera ha sido muy clara. 


El alumbrado público ha sido objeto de atención en el Congreso de Intendentes en los últimos años, no ya en 
este último período de Gobierno, sino con anterioridad, por dos problemas que dominan un poco la escena. 


Hay varias Intendencias que tienen un fuerte endeudamiento con UTE, que en algunos casos supera los 

$ 100:000.000. Hay una casuística muy grande en la situación de la Intendencias: tres que están al día en el 
pago -Soriano es una de ellas-, otras tienen medianos endeudamientos y otras tienen un endeudamiento muy 
grande y plantean un dilema muy difícil de resolver. No creo que quepa en la cabeza de nadie pensar que una 
Intendencia que enfrenta graves problemas desde todo punto de vista, pueda pensar hoy en pagar a UTE 

$ 150:000.000; es prácticamente imposible. Ese es un tema que estamos tratando en el Congreso de 
Intendentes para encontrar algún tipo de solución para esas situaciones de endeudamientos largos. 


Constituimos una comisión que estuvo trabajando en ese tema del endeudamiento y tratando de lograr una 
solución para aquellas comunas que habían hecho convenios en dólares y que habían dejado de pagar 
inmediatamente producida la devaluación. Después de largas negociaciones, UTE ofrece que se pague con un 
dólar a $ 17, y da un plazo de hasta diez años para pagar esas deudas. En el caso de algunas Intendencias, 
quizá no puedan pagar ni en veinte años. Entonces, ese es uno de los temas que tenemos que resolver porque 
uno de los temas que se está planteando con el tan manido problema del atraso en las transferencias del 
Gobierno nacional es la existencia de una virtual compensación de estas deudas de las Intendencias con las 
empresas públicas, lo cual haría que varias Intendencias tuvieran que, literalmente, bajar la cortina al no 
poder pagar ni siquiera los sueldos de los funcionarios ni cumplir con los servicios más elementales. 


El endeudamiento es un problema sobre el que quizá pueda haber una solución legislativa, o amigable con 
UTE para obtener un tratamiento diferente, con plazos muchísimo más largos que diez años en situaciones 
excepcionales. Ese es un tema que hay que resolver. 


Otro tema es la generación del futuro, es decir, qué va a ocurrir con los consumos de aquí en más. El 
problema tarifario es grande. Hace muchos años hemos planteado insistentemente y sin ningún éxito a UTE 
que nos pongan en la categoría de grandes consumidores porque no creo que haya nadie en ningún 
departamento del interior del país que consuma más que las Intendencias Municipales; ni siquiera los grandes 
establecimientos industriales consumen lo mismo que las Intendencias Municipales. Hoy se decía que 
Paysandú utilizaba 9.700 luminarias. Colonia tiene 12.500 luminarias; consume un 25% más que Paysandú. 
Imagínense lo que ocurre en Canelones o en otros departamentos. No hay empresa que pueda consumir la 
misma energía que las Intendencias. Entonces, ¿por qué no se nos incluye en la categoría de grandes 
consumidores? UTE dice que es porque estamos enchufados en distintos lugares. Es nada más que una 
explicación técnica que no tiene ningún fundamento real. ¿Cómo vamos a estar enchufados en un mismo 
lugar sí, por ejemplo, Colonia tiene trece ciudades, con sus respectivos alumbrados? ¡Es absolutamente 
imposible! Se trata de una explicación técnica para decir que no nos van a incluir en la categoría de grandes 
consumidores. Y los señores Diputados ya han visto cuál es la diferencia entre el conteo y la medición 


Colonia tiene medición en el 90% de su alumbrado y en algunos casos tiene tarifa doble horario, pero igual es 
muchísimo más cara que la de grandes consumidores. Hay una diferencia enorme y realmente nunca pudimos 
entender la explicación técnica de UTE de por qué no somos grandes consumidores. Yo creo que sí lo somos, 
porque consumimos muchísimo. 


Entonces, nosotros estamos muy de acuerdo con este proyecto de ley. Ayer se planteaba en el Congreso de 
Intendentes que no solo se tomara el alumbrado público, sino todos los consumos de las Intendencias, habida 
cuenta de que tenemos teatros, estadios, merenderos o policlínicas, además de las oficinas, que prestan 
servicios sociales a la comunidad y que están pagando una tarifa excesivamente alta. Este es un problema que 
deberá tener algún tipo de solución porque, como decía el señor Intendente Lamas, no nos gusta que nos 
tilden de malos pagadores. No es nuestra costumbre ser malos pagadores, pero nos hemos visto obligados a 
no pagar por la fuerza de las circunstancias. Hay cosas que están primero que otras. Evidentemente, pagar los 
sueldos y recoger la basura está antes que pagar la factura de la luz. 


Además, el tema está ligado a nuestra propia mala recaudación de la tasa de alumbrado. La tasa de alumbrado 
en quince departamentos del país compone la contribución inmobiliaria: es un porcentaje de la contribución 


inmobiliaria, y casi todos tenemos una morosidad que ronda el 50%. Con la actual estructura tributaria y la 
forma como percibimos los impuestos no podemos pagar la cuenta de la luz. Este es un dato de la realidad. 


Y los intentos de pasar la percepción de la tasa de alumbrado a la UTE solamente se ha podido plasmar en 
cuatro departamentos y en algunos ya hay problemas porque no alcanzan esos fondos. Por ejemplo, en 
Colonia, en Cerro Largo, en Canelones y en Tacuarembó las Juntas Departamentales no lo votaron. Teniendo 
en cuenta los momentos que está viviendo el país, cuando a la gente le están cortando la luz porque no paga 
su consumo domiciliario, agregarle la tasa de alumbrado resulta un intento complicado. Entonces, por ese 
lado tampoco vamos a mejorar la percepción de la tasa, porque no hay Junta Departamental que quiera votar 
eso. Ya varios lo hemos intentado, sin éxito. 


Vale decir que estamos en una especie de círculo de hierro, por lo que creo que ingresar en esa categoría de 
grandes consumidores es una necesidad impostergable, ya que de otra forma lo que va a suceder es que la 
mayoría de las Intendencias seguirá sin pagar la factura de la luz, engrosándose ese pasivo de UTE; será 
como un cuento de nunca acabar. Nos van a querer cobrar más, pero nosotros no vamos a pagar nada. Esa es 
la realidad que estamos viviendo hoy. Entonces, creo que hay que llegar a algún tipo de solución frente al 
endeudamiento enorme que tienen algunas Intendencias y pasar a una categoría que tenga tarifas que puedan 
razonablemente pagar. 


Creo que la solución legislativa de pasar a ser grandes consumidores es muy buena. Nosotros estamos 
absolutamente de acuerdo y ayer planteábamos que se extendiera a más servicios porque hay algunos que son 
de alcance comunitario y no tendrían por qué quedar excluidos. 


SEÑOR LAPAZ.- Vamos a hacer una propuesta relacionada con este proyecto de ley presentado por el 
señor Diputado Rodríguez, tendiente a hacer un agregado al artículo 21 del Decreto-Ley N” 14.694. El 
artículo 21 dice: "El alumbrado público de ciudades, villas, pueblos y centros poblados, será efectuado 
por las Intendencias Municipales, quienes serán responsables de su instalación y mantenimiento.- El 
suministrador del servicio público de electricidad, queda obligado únicamente a proveer a dichas 
Intendencias Municipales, la energía eléctrica necesaria para su buen funcionamiento". Este artículo 
habla pura y exclusivamente del alumbrado público. 


Entonces, nos parece que, en vez de hacerse un agregado al artículo 21 y solamente referirse al alumbrado 
público, debería agregarse un contenido mayor, teniendo en cuenta las funciones que cumplen no solamente 
la Intendencias, sino también incorporar a las Juntas Departamentales. Entonces, habría que hablar de 
Gobiernos Departamentales porque además del alumbrado público, hay teatros, salas velatorias -hay una 
cantidad de salas velatorias municipales en el departamento de Soriano-, locales que disponemos para cursos 
de cultura y para actividad deportiva, cementerios, etcétera. Creo que más allá de las oficinas, lo demás en su 
gran mayoría son servicios públicos. Entonces, nosotros proponemos agregar otro artículo a la ley que podría 
decir: "Se aplicará a todo consumo de energía eléctrica realizado por los Gobiernos Departamentales una 
tarifa equivalente a la fijada por el Poder Ejecutivo para los grandes consumidores”. Creemos que agregando 
ese artículo a la ley y no haciendo un agregado al artículo 21 se estaría incluyendo todo el consumo que 
realizan las Intendencias y las Juntas Departamentales, es decir, los Gobiernos Departamentales, con la tarifa 
de grandes consumidores. 


SEÑOR DA ROSA.- Fundamentalmente, voy a referirme a algunos aspectos históricos sobre cómo ha 
venido evolucionando el alumbrado público y la situación con las Intendencias a lo largo de muchos 
años. 


Nos parece absolutamente respetable la posición de los jerarcas de UTE que defienden la empresa que, 
además, es pública. Pero hay una serie de consideraciones que es importante realizar, sobre todo por cómo ha 
sido la evolución de este tema y cómo UTE, a través de una serie de disposiciones a lo largo del tiempo, se ha 
ido beneficiando, lo que ha perjudicado en muchos aspectos a los Gobiernos Departamentales y está en la 
génesis de este problema del endeudamiento de las Intendencias con UTE. Como decía el Intendente Lamas, 
no es por casualidad que hoy la inmensa mayoría de las Intendencias tengan atrasos con UTE. 


Como decía el entonces Intendente Villanueva Saravia en el Congreso de Intendentes del período 
constitucional pasado al preguntarse cuál es el valor esencialmente custodiado con el alumbrado público, el 


valor esencial custodiado, por el cual la gente reclama el alumbrado público, es la seguridad pública. En 
nuestra organización jurídica la custodia de la seguridad pública no es, precisamente, competencia de los 
Gobiernos departamentales, sino del Gobierno nacional. 


Tradicionalmente, el alumbrado público fue atendido a través de las estructuras que tenía UTE. Este 
organismo atendía las redes de alumbrado público en todo el país. A través del artículo 21 del Decreto-Ley. 
N? 14.694, de fecha 1” de setiembre de 1977, y del Decreto reglamentario N* 339/79, de fecha 8 de junio de 
1979, se transfirió toda la responsabilidad en materia de instalación y mantenimiento de las redes de 
alumbrado público a las Intendencias Municipales, y UTE se reservó el papel de proveedor de energía. 
Quiere decir que a partir de ese decreto-ley del Consejo de Estado del 1” de setiembre de 1977 UTE se sacó 
de encima los costos de estructuras para instalar y mantener las redes de alumbrado público, y las 
Intendencias pasaron a asumir todos los costos, no solo en cuanto a columnas, cableado, instalación y 
reposición de focos sino, además, en cuanto al equipo humano para poder hacerlo. Agrego que los equipos 
técnicos con los que se manejan las Intendencias -particularmente las del interior- son tradicionalmente 
precarios. La Intendencia Municipal de Paysandú se ha tomado el trabajo de contratar a un equipo técnico de 
gente que sabe del tema para hacer un relevamiento, cuyos resultados estamos apreciando en este momento, 
pero la inmensa mayoría de las Intendencias nos manejamos con estructuras muy artesanales en lo que tiene 
que ver con mantenimiento e instalación de alumbrado público. 


Ese fue el primer paso por el cual la UTE se sacó de encima un costo muy grande, como el que significa 
tener una infraestructura de mantenimiento de las redes de alumbrado público de todo el país. Nosotros 
debemos hacernos cargo de los costos necesarios para instalar las redes y, además, del mantenimiento y del 
equipo técnico en distintas ciudades del país para mantener esa estructura. 


Además, hay otro capítulo importante que afecta a algunos departamentos, que quiero traer a colación como 
elemento que coadyuva lo que estamos afirmando. Por el artículo 17 del Decreto-Ley N* 15.031, de fecha 24 
de junio de 1980, también del Consejo de Estado, se dispuso la exoneración a UTE del pago de todos los 
tributos -tanto nacionales como departamentales- respecto de los terrenos que fueron afectados por las 
construcciones de represas en distintos puntos del país -me refiero a terrenos que fueron ocupados por las 
aguas y terrenos anexos que coadyuvan a la estructura de los lagos de esas represas- como, por ejemplo, las 
de Rincón del Bonete, Baygorria, Palmar y Salto Grande. El decreto-ley del Consejo de Estado dispuso en 
todos esos casos la exoneración de toda clase de tributos, tanto nacionales como departamentales. 


Ello motivó que varias Intendencias iniciaran acciones de inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de 
Justicia por violación de la autonomía municipal. Lo hicieron las Intendencias de Río Negro, Soriano, 
Durazno y Tacuarembó. En todos los casos, la Suprema Corte de Justicia falló a favor de las Intendencias, 
estableciendo que este decreto-ley es inconstitucional e inaplicable a ellas. El argumento de Jurídica de UTE 
sistemáticamente esbozado ha sido que la Contribución Rural es un tributo nacional, según lo sostiene alguna 
parte de la doctrina, pero no hay ninguna disposición legal que diga que la Contribución Rural es un tributo 
nacional. Hay un fuerte sector de la doctrina que sostiene que la Contribución Rural es un tributo nacional 
porque el que lo fija es el Gobierno nacional, pero también hay otros criterios de clasificación. Por ejemplo, 
Valdés Costa sostiene que los tributos también se pueden clasificar en función de quien los percibe, de quien 
los administre o del lugar donde se produce el hecho generador del tributo. En todos estos casos, podríamos 
sostener perfectamente que la Contribución Rural es un tributo departamental. 


A raíz de esta situación, Tacuarembó ha iniciado una nueva acción de inconstitucionalidad a nivel de la 
Suprema Corte de Justicia a los efectos de lograr su pronunciamiento, como máximo órgano jurisdiccional 
del país, para saber si considera la Contribución Rural un tributo nacional o un tributo departamental. Si 
considera que es un tributo nacional, evidentemente este decreto-ley no violó ninguna autonomía municipal, 
pero si considera que es departamental o de jurisdicción compartida, afectó la autonomía municipal. 


Dejando de lado las consideraciones jurídicas, es evidente que hubo voluntad política, a través de este 
decreto-ley, de beneficiar claramente a UTE. Además, podría haberse logrado una exoneración -como se 
dispuso por esta norma-, pero haber dispuesto por otra norma un mecanismo sustitutivo para los Gobiernos 
Departamentales a los efectos de dar a las Intendencias que perdieron tributos y que disminuyeron su 
recaudación y contribución rural por estos terrenos una partida sustitutiva que compensara esa pérdida. 
Evidentemente, la generación de energía es para todo el país, no solo para el departamento donde está 
instalada la represa. Además, en general las represas tienen jurisdicción compartida. 


Quiere decir que por un lado tenemos la transferencia del alumbrado público de UTE a las Intendencias, y 
por otro, la exoneración de toda clase de tributos a UTE a través de otro decreto-ley. Ahora nos encontramos 
con la situación que ha planteado la gente de la Intendencia Municipal de Paysandú -luego de hacer un 
estudio-, que también nos genera dudas. Hoy, muchas Intendencias estamos pensando hacer un trabajo 
similar porque queremos verificar qué es lo que realmente se nos está facturando. 


Continuando con la historia, luego de restaurada la democracia la mayoría de las Intendencias que ya tenían 
problemas de deudas con UTE hicieron convenios, autorizando a este organismo a cobrarse de las partidas 
del IMESI -5%- correspondientes a cigarros, alcoholes y nafta. La mayoría de las Intendencias transfirió esto 
al pago de UTE, OSE o ANTEL. ¿Qué ocurrió? Con el transcurso del tiempo han ocurrido dos cosas que son 
perjudiciales para la solución del problema. Por un lado, esas partidas de IMESI se han ido reduciendo, 
pagando o compensando cada vez con mayor dilación en el tiempo. Por otro, las Intendencias siguieron 
extendiendo las redes de alumbrado público. Es decir que fueron creciendo en todas las ciudades del país y, 
en la medida en que lo hicieron, esas partidas de IMESI que en su momento fueron aplicadas para el pago se 
empezaron a volver cada vez más insuficientes. Como consecuencia, los volúmenes de endeudamiento 
empezaron a crecer y aquellas Intendencias que no tenían problemas de endeudamiento, hoy los tienen. 
Algunas arrastran esa situación desde hace muchos años y otras, que no tenían problemas, han comenzado a 
tenerlos porque es un proceso irreversible que, necesariamente, lleva a que -como dijo el Intendente Moreira 
Reisch- frente a las necesidades y prioridades que hay, se genere el atraso. 


La Intendencia Municipal de Tacuarembó firmó un convenio con UTE, que no fue ratificado por la Junta 
Departamental porque, entre otras cosas, implica la transferencia del consumo de la luz a la factura. Además, 
para el caso de los departamentos que tenemos serios problemas -que prácticamente tiene todo el país con la 
Contribución urbana, y el cobro de la tasa de alumbrado está incluido en la Contribución-, la morosidad por 
la merma de ingresos de la Contribución urbana nos afecta de la misma manera para pagar el alumbrado 
público. 


Ante la situación de que no podemos pagar, la opción que algunas Intendencias han manejado en alguna 
oportunidad es entregar el alumbrado público, es decir, la opción del pobre, que no puede hacer otra cosa y 
entrega el alumbrado para que se cobren con los cables, las columnas, los focos, toda la infraestructura, el 
trabajo humano y el trabajo realizado durante todos estos años. La respuesta de UTE ha sido negativa porque 
no quiere volver a asumir costos de mantenimiento y montar una infraestructura en todo el país para atender 
las redes de alumbrado público. 


Me parece que es importante hacer estas consideraciones de carácter histórico. Inclusive, mencionamos estas 
normas para que se analice el tema y para entender cómo históricamente ha ido evolucionando esta situación 
de atrasos de todas las Intendencias. Repito: algunas están en esta situación desde muy atrás; otras, iban 
aguantando la situación y ya han dejado de pagar. Me temo que si esto se mantiene, las que aún están 
pagando dentro de un tiempo tampoco van a poder seguir haciéndolo. 


SEÑOR DA SILVA.- Creo que es claro que hay dos situaciones diferentes. Una es la situación de deuda 
del pasivo provocado por una innumerable cantidad de coyunturas, producto de un sinceramiento de 
un país que se nos vino encima en poco tiempo, y, otra, un arrastre en algunas situaciones particulares 
de los Gobiernos municipales. También es claro que ese es un tema que las instituciones tienen que 
resolver políticamente. No se puede andar acarreando ese pasivo, pensando que estos son los mismos 
tiempos que hace doce, dieciocho, veinte o veinticuatro meses. O se soluciona de alguna forma o no se 
va a solucionar. No hay dos lecturas al respecto. 


Si bien integramos la Comisión de Industria, Energía y Minería y este es un tema a tratar, no es uno de los 
que están arriba de la mesa. 


El tema que está arriba de la mesa puede llegar a transformarse en la quintaesencia de lo absurdo. Que UTE 
no considere grandes consumidores a los Gobiernos municipales es un claro ejemplo de las particularidades 
que tiene este país, que obligan a la poco aconsejable práctica de fijar una tarifa por ley. Esto, en mi opinión, 
puede llegar a ser un antecedente -no injusto- jurídicamente poco aconsejable. Es lo mismo que hoy o 
mañana a mí se me ocurra rebajar la tarifa de los camiones a los Gobiernos municipales y lisa y llanamente 
viole de buenas a primeras la autonomía municipal porque no deja de ser justo teniendo en cuenta estas 
particularidades. 


La quintaesencia de lo absurdo es que UTE no los tenga presente a la hora de definirlos como grandes 
consumidores, más allá de algún convenio o de alguna particularidad del pasivo. Es sabido que el Intendente 
Lapaz está al día y, conociendo las ciudades que tiene -Dolores, Mercedes-, tampoco puede acceder al 
beneficio de gran consumidor, cuando de repente algún supermercado sí. 


Desde ya adelanto la voluntad de acompañar este proyecto de ley, pero también manifiesto que fijar las 
tarifas por ley no es lo que más me gusta. Quizás, para no llegar a incurrir en esa poco aconsejable práctica, 
podamos definir a los grandes consumidores o que los técnicos encuentren la vuelta para que, por ejemplo, 
les vayan todas las facturas al mismo lado. De esa forma, empezamos hacia adelante con algo absolutamente 
lógico, justo, de recibo, que se cae de maduro; hacia atrás compadezco a quienes tengan que ir a negociar con 
una empresa que no es capaz de definir a quién da la distribución de sus facturas. 


UTE es una empresa difícil. Es un monopolio y como todo monopolio, y más público, tiene asumidas una 
serie de particularidades que hemos discutido con los Gerentes -algunos de los cuales son grandes amigos-, 
quienes no dejan de tener una visión corporativa y monopólica que hace que nuestros invitados tengan esas 
dificultades a la hora de llegar a un acuerdo sensato, sincero, racional, lógico, de cara a un año 2003 que nos 
tiene que obligar a todos a encontrar esos acuerdos. Si no los encontramos, pierden las dos partes porque no 
creo que UTE se arriesgue a apagar la ciudad de Paso de los Toros; es imposible. Pero reitero: los cuerpos 
gerenciales de las empresas monopólicas del Estado son difíciles a la hora de negociar porque hace unos 
cuantos años están con una mentalidad que, no critico, pero es propia de ellos. 


SEÑOR MOLINELLI.- Nos parece positivo que una delegación del Congreso de Intendentes - 
integrada por cuatro Intendentes, junto a asesores de algunos Municipios- esté presente en la Comisión 
de Industria, Energía, Minería y Turismo. Si bien hace unos meses que este proyecto se presentó, tiene 
mucha actualidad en cuanto a la importancia de ver las tarifas que aplica UTE, fundamentalmente a 
las Intendencias del país. 


Vamos a tomar en consideración lo que se dijo por parte de todos los Intendentes, con el agregado que hizo el 
Intendente de Soriano. 


También ha sido muy importante todo el proceso histórico que ha narrado el Intendente da Rosa en cuanto a 
cómo ha evolucionado el alumbrado público y las responsabilidades que han sido pasadas de uno a otro 
organismo en las distintas épocas. 


Tenemos algunos aspectos muy claros. Uno tiene que ver con las tarifas actuales, que es a lo que se refiere 
esta iniciativa. Vamos a analizar este proyecto y a recibir al Diputado que tuvo la iniciativa y más adelante al 
organismo que está relacionado, es decir, a UTE. 


Aquí también se habló mucho de la deuda anterior, problema que se viene arrastrando desde hace mucho 
tiempo. Ya desde que se restableció la democracia, se partió desde ese punto de vista; luego hubo una salida y 
después se volvió al problema. Es un tema bastante largo que hay que afrontar. 


Consideramos algunos temas elementales. Se ha dicho que el alumbrado es un servicio público. Todo servicio 
público tiene su costo -así como lo tiene la recolección de basura, el transporte colectivo de pasajeros- y 
alguien lo tiene que absorber: la sociedad mediante un impuesto general a todos o un organismo que lo 
reparte entre los que lo consumen. Alguien lo absorbe. Precisamente, cuando los servicios son públicos se 
trata de que la gente que tiene menos recursos pague menos y pueda recibir ese servicio que es subsidiado 
por otra parte de la sociedad. 


En cuanto a la deuda y a la revisión de todo lo que pasó anteriormente, creo que es muy importante el 
relacionamiento que se pueda hacer entre las Intendencias -la Intendencia Municipal de Paysandú ha 
esbozado todo su proceso de revisión y análisis del tema- y el que se haga con el organismo. No se trata de 
un tema de ley; es fundamental el relacionamiento con el organismo para aclarar las dudas que hay. Aquí se 
ha hablado de la regularización del trámite, de lo que no vamos a buscar responsables; hay un problema 
grave que hay que solucionar. Para ello es fundamental el relacionamiento con el organismo. Aquí se han 
esbozado argumentos importantes; el organismo podrá tener argumentos que también serán de consideración. 


Nuestra pregunta apunta a qué pasos se han dado en ese sentido. Nos consta que en el caso de la Intendencia 
Municipal de Paysandú -nos corresponden las generales de la ley porque somos de ese departamento y 
estamos más cerca- ha habido preocupación de las dos partes. Ha habido preocupación por parte de los 
Directores del Ente -no solo del Presidente- y también de las jerarquías de la Intendencia. Tanto es así, que 
aquí hay un trabajo esbozado. Quiero saber hasta dónde se ha llegado ¿Qué pasos se han dado? ¿Cómo se va 
a avanzar? 


Como bien dijo el Intendente da Rosa haciendo referencia al entonces Intendente Villanueva Saravia, el 
fundamento del alumbrado público es la seguridad. Además, sirve para embellecer a una ciudad y para 
mejorar la calidad de vida. Todos estamos de acuerdo en que hay que solventar este servicio. No debemos 
olvidar que hay una tasa de alumbrado público -que tendrá morosidad o no- que debemos ver si cubre o no el 
servicio; tenemos que ir a los conceptos jurídicos de tasa, ya que no hay una contraprestación directa sino 
general. Hay varios elementos en este tema, pero lo fundamental es avanzar en el relacionamiento con el 
Ente. 


Los Municipios también tienen servicios de funcionamiento -la Dirección de Obra tendrá sus servicios, los 
talleres tendrán su consumo de energía y las oficinas-, además de los servicios sociales que se brindan, como 
los merenderos. Esto también está incluido en estas deudas. 


A mi juicio, son fundamentales los pasos que se den con el organismo. Estamos ajenos al tema porque los 
actores principales son las Intendencias, UTE y el Congreso de Intendentes, y queremos conocerlo. 


Reitero que el servicio tiene un costo; si se corta, no habrá más alumbrado público, se apagarán las luces. Si 
el costo lo absorbe UTE lo distribuirá entre todas las tarifas que cobra. El tema tarifario es muy complejo. No 
somos expertos, pero cuando leemos las normas en cuanto a cómo se fijan las tarifas, nos damos cuenta de 
que es complejo, además de que conceptualmente ha sido discutido a través de años, inclusive a nivel 
internacional ya que se ha llevado a congresos. 


Lograr la eficiencia está muy bien, ya que hace que el costo sea menor. Ese es un paso positivo. Cuanta más 
eficiencia haya, mayor será la productividad y la carga será menor para quien tenga que absorber el costo. 


SEÑOR LAMAS.- El Congreso de Intendentes designó una Comisión para estudiar este tema y lograr 
un relacionamiento con UTE para buscar acuerdos, que en su momento estuvo integrada por los 
Intendentes de Salto, Cerro Largo, Río Negro y quien habla. Tuvimos algún acercamiento, algunas 
discusiones, pero no llegamos a definir las tarifas; quedamos en estudiarlas. Posteriormente, fui 
convocado a conversar con el Vicepresidente del Ente. Sentamos bases para el diálogo que consistían 
en que UTE y nosotros designáramos técnicos en las áreas contable y de energía para revisar lo 
anterior y analizar lo futuro. Nosotros hemos sufrido un tipo de condición que entendimos no era de 
recibo entre personas civilizadas y, menos, entre organismos del Estado. La condición imprescindible 
era que suscribiéramos un convenio por lo anterior o asumiéramos el compromiso formal de 
suscribirlo porque, de lo contrario, no se habilitaban nuevos servicios. 


SEÑOR MOLINELLI.- ¿Esa condición se manifestó antes de empezar a hablar? 


SEÑOR LAMAS.- No solo es anterior, sino que se mantiene hoy y se refleja en otras cosas. Asumo que 
la Intendencia tal vez no hizo un seguimiento de los trámites, pero hicimos el esfuerzo, pagamos todo, 
iniciamos el trámite -lo que significa una ventaja para la Intendencia y la gente- y no fue habilitado. 
¿Por qué? Porque también es otra forma de castigo o de penalización. Hay otras Intendencias que 
tienen todos los descuentos habidos y por haber y lo único que hicieron fue suscribir un convenio y 
pagar una cuota. ¿Cuál es la diferencia con la Intendencia de Paysandú para que esas Intendencias 
tengan todos los beneficios y nosotros no? Aquí, no voy a adjudicar intencionalidades. 


Fui a hablar con el señor Pienica en febrero y le dije que yo no podía negociar bajo presión, y que si no me 
habilitaban un servicio de energía eléctrica para el PIAI y otro para el parque industrial -que no lo prohijaba 
la Intendencia, sino que era de AMIPES:, no era posible negociar. Manifiesto mi voluntad de diálogo, de 
buscar acuerdos, pero no pueden ponerme el revólver en el pecho y decirme que mientras negociamos no me 
habilitan nada. Esto significa que si en mi departamento tengo un problema con la gremial, me instaura una 
medida de fuerza y quiere dialogar, ¿yo tengo que aceptarlo? ¿No puedo decirle que baje las medidas de 


fuerza, que es imprescindible para generar un ámbito de diálogo, para poder conversar? La Intendencia fue 
puntual durante toda la vida; hay un crédito a su favor. Creo que debemos empezar a reunirnos y sentar las 
bases de un acuerdo. El señor Vicepresidente de UTE en una nota enviada al "El Telégrafo" y a "La 
República", manifestó que yo me levanté abruptamente de la reunión. Sí, es cierto. Me levanté abruptamente 
y le dije que bajo presión no negociaba, y me retiré. Ese fue el último contacto que tuve con el señor 
Vicepresidente de UTE. Posteriormente, por un amigo en común, me hizo saber de la intención de reiniciar el 
diálogo, lo que aprecio, pero no lo hemos podido hacer porque, mientras tanto, nos hemos abocado a este 
trabajo y las conclusiones se obtuvieron recién hace más de una semana. La voluntad de diálogo existe, 
queremos intercambiar ideas, encontrar soluciones, pero primero queremos que nos bajen las medidas de 
presión. Nos parece que esto no es cuestión de costo de energía, de que seamos grandes consumidores, sino 
que es cuestión de dignidad, de comportamiento y consideración, no solamente entre la gente sino entre 
empresas del Estado. 


Realmente, bajo presión, no negocio. Esto lo dije públicamente, lo digo acá y en cualquier lado. Eso es 
desdoroso para mi persona, para la Intendencia Municipal de Paysandú, que está muchísimo antes que yo y 
para la gente de Paysandú, que está por encima, aún, de la Intendencia. Entonces, si bajamos la presión, 
encantados de la vida. 


Hubo algún atisbo de flexibilidad cuando habilitamos una obra del PIAI en el Barrio Norte, un barrio muy 
particular de Paysandú. La obra del PIAI beneficia a más de mil habitantes de allí, y comprende el 
pavimento, saneamiento, cordón cuneta, etcétera. Simplemente, queríamos inaugurar el salón comunal 
porque era imperioso ponerlo al servicio de la gente una vez que empezara el año lectivo. En el salón 
comunal se dictarán cursos de preescolares, funcionará una policlínica y un comedor. Hubo que pedir 
permiso para que nos habilitaran un aumento de carga, que tampoco era un servicio. UTE accedió a ese 
pedido, previo pago contado, por supuesto. El señor Pienica también manifestó en un diario que no pueden 
dar nuevos servicios a una institución cuyo pago es incierto y muy riesgoso, porque si ya deben, van a deber 
aún más. 


Yo soy "pierna" para discutir todo lo que sea, pero en esos términos, no tengo solución. Esta situación motivó 
este estudio que nos clarificó el panorama y tiene connotaciones trascendentes porque ubica qué y cómo se 
nos cobra. Además, pone de manifiesto el criterio que aplica UTE para un servicio público: cobrarlo más caro 
que a una empresa privada. Entonces ¿quién lo subsidia? Estoy de acuerdo con lo que dijo el señor Diputado 
Molinelli: alguien lo paga. Pero, lo paga la población de Paysandú por un servicio que es público; creo que 
tendría que ser al revés. 


Me permito sugerir a los miembros de la Comisión que tengan en cuenta lo que significa la tarifa de gran 
consumidor. Porque si decimos tarifa de gran consumidor, pensamos que es una, pero no es así, tiene muchos 
componentes. Es triple horario y comprende las denominaciones de valle, llano y punta. Horas de punta: de 
17 a 22; horas de llano: de 7 a 18 y de 22 a 24, y horas de valle: de O a 7. Nosotros aspiramos a que se nos 
aplique la tarifa de gran consumidor N? 1: la hora de valle a $ 0,33 el kilovatio; la hora de llano a $ 0,67, y la 
hora de punta a $ 2,78. Esto va a dar un promedio sensiblemente inferior a lo que estamos pagando hoy. Digo 
pagando porque pagamos hasta setiembre de 2000 y seguimos pagando con las compensaciones del IMESI, 
que no alcanzan, pero nosotros no somos grandes morosos como hemos sido calificados en medio de una 
discusión sin conciliar las cuentas. En el diario dije que, por lo menos, de parte del Directorio de UTE se trata 
de una indelicadeza. 


Como dije, soy "pierna", tengo la mejor disposición, pero vamos a estudiar la situación. Entonces, si a través 
de este proyecto de ley del señor Diputado Rodríguez no logramos que UTE se sensibilice y comparta con 
diecinueve Intendentes el costo del alumbrado público, habrá que imponerlo por ley, si la voluntad legislativa 
se inclina en ese sentido. Tengamos cuidado qué tarifa de gran consumidor vamos a aplicar, porque no sea 
cosa que medio dormidos nos apliquen otra y quedemos dentro de esta maraña que es el pliego tarifario y que 
por desconocimiento nos veamos sorprendidos. 


SEÑOR DA ROSA.- Quiero señalar que en más de una oportunidad hemos intentado buscar el diálogo 
con las autoridades de UTE para llegar a una solución. 


Recuerdo una reflexión que hizo el señor Renán Perazza, miembro del Directorio de UTE durante quince 
años, quien evidentemente tenía un conocimiento bastante profundo del tema. El me dijo que las cuestiones 


de endeudamiento muchas veces requerían una solución política o una solución comercial, para no entender 
el término político como "perdona tutti", sino en el sentido de que hubiera flexibilidad para encontrar una 
solución; pero que esas cosas no dependían solo del Directorio de UTE. 


Otro aspecto interesante a señalar es que al sancionarse la Ley de Urgencia 1 en este período, las Intendencias 
tuvimos una herramienta para volver a sentarnos a negociar; lo que hicimos fue sentarnos a buscar acuerdos. 
Yo firmé un convenio con el Directorio de UTE hace más de un año por el cual se transfería, haciendo uso de 
disposiciones que están en la ley, la tarifa por franjas a la factura, en vez de cobrarla la Intendencia. 
Lamentablemente, no tuve la suerte de que la Junta Departamental aprobara esto, aunque no lo ha rechazado. 
A otros Intendentes se lo han rechazado directamente como, por ejemplo, al de Cerro Largo, pero otros 
tuvieron mejor suerte y lograron que se los aprobara, como al de Artigas. Pero el Intendente de Artigas, en 
una reunión que tuvimos con los técnicos, nos señaló que se le está planteando que los valores de las franjas, 
que fueron autorizados por la Junta Departamental, resultan insuficientes porque empieza a generarse 
nuevamente un problema de endeudamiento, a pesar del convenio. Por lo tanto, plantean la necesidad de 
incrementar los valores de las franjas, lo cual le significa un problema muy serio. La Junta Departamental lo 
autorizó, pero si se empieza a incrementar ese costo, evidentemente, va a generar una reacción y ocasionar 
problemas también a UTE. Estos son elementos que refieren a la pregunta que hizo el señor Diputado 
Molinelli, es decir, instancias de negociación que ha habido en los últimos tiempos para encontrar acuerdos. 
Inclusive, hay algunas Intendencias que están en la tesitura de que como la Ley de Urgencia 1 da la 
posibilidad de que las redes de alumbrado público sean transferidas a UTE, entonces, que se haga uso de esa 
disposición legal. 


SEÑOR LAMAS.- Cuando hablé de los grandes consumidores, me olvidé de mencionar algo que 
debemos tener en cuenta. 


UTE cobra un cargo fijo, que no sabemos a qué responde, de $ 4.600. Si este cargo fijo llega a aparecer en las 
doscientas facturas que tenemos de alumbrado público, no me quiero imaginar qué puede pasar, porque sería 
borrar con el codo lo que se escribe con la mano. 


SEÑOR PERDOMO. A la hora del tratamiento de la Ley de Urgencia I, planteamos nuestras enormes 
dudas respecto de las normas que estábamos votando. En aquel momento y en este ámbito, parte del 
informe que realizara UTE -obviamente, a favor de esta herramienta legislativa, que era la de poder 
realizar convenios con las Intendencias el traspaso de las tasas de alumbrado- argumentaba acerca de 
los problemas de morosidad que distintas Intendencias le generaban. Aquí está la contracara de esa 
visión. Recordamos muy bien ese debate y la oportunidad del proyecto presentado por el señor 
Diputado Rodríguez. 


Considero que no es la metodología normal de la Comisión brindar nuestra opinión estando la delegación 
presente, pero este es un tema excepcional, de altísimo interés. Comparto con el señor Diputado Da Silva la 
peligrosidad de regular precios y tarifas a través de una ley. También es verdad que la historia de 
negociaciones que nos referían los Intendentes aparece como infructuosa y, tal vez, este tipo de herramientas 
sea el único camino posible. Quizás, racionalmente haya otros caminos, como una tarifa especial para las 
Intendencias. 


La UTE es un organismo que se contradice en algunas cosas. Además de este tema puntual, público, de la 
necesidad de seguridad que hablaba el Intendente Da Rosa y de su prioridad, de lo que hablaba el Intendente 
Lapaz en cuanto a que si le bajaban la tarifa tenía la posibilidad de extender su red y brindar más servicio y, 
por lo tanto, mejorar la seguridad y el nivel de vida de la gente -¡vaya si esto es trascendente y de interés!-, 
hay un fenómeno contrastable de territorialidad. Digo esto en el entendido de que una y otra vez el Directorio 
de UTE en este mismo ámbito, nos ha dicho que la tarifa rural tiene un fuerte componente de subvención. Me 
pregunto si el alumbrado público de muchísimas villas y pueblitos en el interior del país no tienen la 
posibilidad de contar con el soporte de ese mismo argumento, en cuanto a que hay una gran concentración 
del consumo pero una enorme red a atender en todo el país. Esto va directamente contrapuesto a que el gran 
consumidor tiene que ver con muchos o pocos contadores; precisamente, es al revés: aquel que tiene muchos 
contadores -y, además, tiene a su cargo el mantenimiento de todo ese equipo que conlleva un alto costo a los 
efectos de mantenerlo en condiciones- tiene más complicaciones, lo que es un argumento más a favor de 
plantearlo como gran consumidor. 


En síntesis, queremos decir que apoyamos este proyecto, con el agregado que hacía el Intendente Lapaz en el 
sentido de generalizar la propuesta hacia todos los servicios y que el artículo 21 no quede tan solo centrado 
en el alumbrado público. 


(Ingresa a Sala el señor Representante Ambrosio Rodríguez). 


SEÑOR MELLO.- Respecto al desarrollo que ha hecho el Congreso de Intendentes sobre el problema 
entre la UTE y las Intendencias, este problema es muy complejo, y hay un proceso que cumplir. 


En ese sentido, hay una pregunta que voy a dejar a la Intendencia de Paysandú. Me parece muy bien hacer un 
diagnóstico de lo que está pasando porque, lógicamente es una buena base de datos para negociar, como se ha 
planteado aquí. Pero en el desarrollo de las imágenes no se hizo ninguna referencia a pueblos del interior. 
Quisiera saber si ustedes han hecho alguna evaluación al respecto porque me parece importante. Como bien 
se decía, el alumbrado público cumple una función que también es muy importante para pueblos del interior. 


Entendemos las vicisitudes que tienen las Intendencias del interior. Nosotros también estamos enormemente 
preocupados porque lo mismo que le pasa a las Intendencias del interior le ocurre a una gran franja de 
ciudadanos uruguayos que tienen problemas para pagar su factura de UTE. Eso tiene su desarrollo en los 
distintos sectores de población, que a veces vive en asentamientos, y otras representan a una clase media que 
ha venido perdiendo la posibilidad de contar con dinero como para cumplir con la UTE. Por ello nuestra 
preocupación va a estar centrada en resolver estos problemas -nos parece muy importante que las 
Intendencias puedan cumplir con el alumbrado público, pero también pensamos que UTE debería tener cierta 
flexibilización para cubrir con el servicio en esas franjas de población que tampoco pueden cumplir. El 
organismo debe flexibilizar su posición para ver cómo puede resolver ambos problemas. 


UTE es un ente público que debe cobrar el servicio que presta. Es grave lo que plantea la Intendencia 
Municipal de Paysandú porque hay enormes desfases entre lo que cobra y lo que consume. Entonces, hay un 
error de gestión que habrá que ajustar en los lugares donde ocurren. 


SEÑOR GRAJALES.- La incidencia de los pueblos en el total de facturación de UTE en Paysandú es 
de un 25%. 


Hemos detectado problemas en algunos poblados y estamos investigándolos. Creemos que lo que está 
pasando en la ciudad -que es donde nos concentramos a trabajar porque era donde estaba la mayor 
incidencia- también pasa en otros lugares, donde estamos investigando en este momento. En principio no 
enfocamos nuestro esfuerzo en pueblos porque la mayor incidencia de facturación de UTE está en la ciudad 
de Paysandú y en el conteo. 


SEÑOR MELLO.- ¿En el interior es solo conteo? 
SEÑOR GRAJALES.- Efectivamente. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Agradezco a la Comisión por haberme invitado a analizar el proyecto que está 
a estudio de la Comisión y sobre el que ya se han referido mis aliados, los representantes del Congreso 
de Intendentes. 


Este proyecto fue hecho en base a la propuesta que hicieron los Intendentes al Directorio de UTE que, 
lamentablemente, no fue comprendida ni atendida. Dudo que el Directorio de UTE no pudiera tener alguna 
herramienta jurídica como para introducir el consumo de energía que realizan los Gobiernos Departamentales 
como parte de la forma de facturación que se aplica a los grandes consumidores. 


La intención de este proyecto es que se aplique a los Gobiernos Departamentales la tarifa de grandes 
consumidores. Así” desde un punto de vista económico, y no tomaron en cuenta que los Gobiernos 
Departamentales están realizando la labor social más grande de todo el país. Es a través de las Intendencias 
que se realizan gastos que no están previstos en la Constitución. 


Yo imagino que lo que hacen las otras Intendencias también lo hace nuestra Intendencia de Maldonado, 
donde hoy tenemos una población que vino del resto del país por el auge del trabajo. Estamos volcando más 
de US$ 600.000 a la Jefatura de Policía de Maldonado para luchar y mantener una gran industria, el turismo, 
que favorece a todo el país. Si el Gobierno departamental no vuelca eso, se pierde la gran industria y los 
grandes recursos. Aquí están embarcados todos los Gobiernos departamentales del resto del país y el 
Gobierno central. Se están volcando esos recursos desatendiendo otra labor. Pero si simultáneamente no 
atendiéramos al Cuerpo de Bomberos, ¿qué sucede con los incendios que constantemente se están suscitando 
en el departamento? 


Esta empresa, que dice haber prestado algunos servicios, que puede asesorar y que propone cobrar 
directamente las tarifas de alumbrado público, ¿ignora todo esto? ¿Son conscientes de que la tasa de 
alumbrado público que se cobra no cubre el costo? ¡Ellos saben que no cubre el costo! Lo que realiza el 
Gobierno departamental tiene un contenido social. ¿Los Gobiernos departamentales no son un componente 
del propio Estado? ¿O acaso el Estado es el Presidente de la República? ¡No es así! 


Tengo la idea de que el Directorio actuó desde un punto de vista económico. Tenemos que actuar con 
amplitud. 


En el departamento de Maldonado tenemos un gravísimo problema: la gente está pidiendo alumbrado 
público. El Jefe de Policía se ha apersonado a la Intendencia y a los Diputados en busca de la prolongación 
del alumbrado público para los asentamientos que existen, porque es la ayuda que ellos necesitan para el 
mantenimiento de la seguridad. ¿No hay posibilidad de hacer esa prolongación y su mantenimiento? En mi 
departamento, después de terminada la temporada, se están apagando los focos, y queda encendido uno por 
medio, con lo cual no estamos ayudando a la seguridad. 


En el año 2000, el Gobierno de Maldonado pagó $ 46:000.000 a la UTE. ¡Es un costo infernal! Cuando UTE 
expresa que se va a ver perjudicada si se aplica la tarifa de grandes consumidores a las Intendencias porque 
no van a recaudar US$ 6:000.000. ¡No es cierto! En la medida en que se baje el costo de la tarifa, todos los 
Gobiernos departamentales indudablemente van a prolongar los servicios públicos y, además, van a prestar 
un servicio más generoso en todas las reparticiones, centros comunales, policlínicas, centros deportivos, por 
lo que el gasto va a ser mayor. 


Los técnicos de UTE reconocen que los Gobiernos departamentales no son grandes consumidores. ¡Ya lo sé! 
Por eso presenté el proyecto. No lo son porque no cumplen con las condiciones que se establecen: una 
potencia de 200 kilovatios y un consumo de 2.000 kilovatios por mes. Pero las Intendencias no pueden tener 
distintos contadores con esa característica. Es necesario aplicar estas condiciones; de lo contrario, habría que 
modificar la Ley Nacional de Electricidad. Pero sólo se puede modificar diciendo que a los Gobiernos 
departamentales se les podrá considerar grandes consumidores pero que se les exigirá menor potencia y 
menor consumo. Entonces, creo que la mejor solución es establecer por ley que se les aplica la tarifa de 
grandes consumidores. 


Ellos dicen que el Palacio Municipal en Montevideo es un gran consumidor. Pero el resto del consumo del 
departamento no lo es y se ve totalmente perjudicado. ¿Y acaso no tenemos un gravísimo problema de 
delincuencia, de inseguridad, en todos los barrios de Montevideo? Estos Directores deberían reconocer 
Montevideo de noche para ver cuál es el problema de inseguridad que existe para ser sensibles. ¿Qué 
Diputado puede negar que no se puede recorrer Montevideo de noche, que no hay iluminación, que el 
alumbrado público es insuficiente? Eso es consecuencia de que no se puede pagar. 


¡El alumbrado público debería ser gratis! Porque los Gobiernos departamentales están haciendo una labor 
social. El único costo que deberían asumir los Gobiernos departamentales es el de la prolongación de las 
redes de alumbrado. ¿Quién no desea llevar la luz a los barrios y dar seguridad a la gente que sale del trabajo 
a las dos o tres de la mañana y están inseguros cuando llegan a los asentamientos, donde hay miles de 
personas de todo el país que han venido de todos los departamentos? ¿Qué control podemos tener? ¡Y ese 
problema lo tienen todos los departamentos! 


Creo que el Congreso de Intendentes deberá estar junto con el Poder Ejecutivo a la hora de diseñarse la 
reglamentación de esta ley cuando sea aprobada, para saber las características de la tarifa, porque en la ley no 
podemos poner esto. El Congreso de Intendentes tiene fuerza para influir y técnicos capaces para hacer un 
estudio tarifario. 


Las personas de nuestro partido que integran el Directorio de UTE estaban conscientes de esto y eran 
partidarios de la aplicación de esta tarifa, pero lamentablemente no se llegó la mayoría necesaria. 


Se dice que hay alguna alternativa a la tarifa diferencial. Es cierto, pero ese sistema también tiene un gran 
costo: una reforma de las líneas, y no creo que las Intendencias estén en condiciones de seguir gastando. Lo 
que requieren las Intendencias son recursos. 


En esa sesión de la Comisión a la que asistieron las autoridades de UTE se dijo que muchas Intendencias 
están utilizando tierras que son de UTE como campos de recría. Parece que eso justifica dar con el mazo a la 
gente, como si ese predio no fuese del Estado y UTE fuera un país aparte. 


Se dice que la ley habilita a las Intendencias a contratar el servicio de energía eléctrica a otros grandes 
productores, pero ¿a qué productor van a contratar si no es a la UTE? Eso está establecido en la ley, pero en 
la práctica sólo se puede comprar a UTE. 


Creo que debemos ser más realistas. Si fuera cierto que aplicando la tarifa de grandes consumidores UTE va 
a perder US$ 6:000.000 de recaudación, pregunto cuánto está perdiendo por lo que no recauda. ¡Una 
barbaridad! Con el incentivo que van a tener todos los Gobiernos departamentales al pagar una tarifa más 
baja, ¿cuánto más va a recaudar la UTE con la extensión del alumbrado que se haga? 


Estoy convencido de que este es el primer paso, y que en un par de años todo el alumbrado público tendrá 
que ser gratis y deberá ser costeado por la propia empresa pública que hoy realiza el suministro de energía. 


Al mismo tiempo que anuncian que van a perder US$ 6:000.000, dicen que en 2002 volcaron a las arcas del 
Estado US$ 250:000.000, el 25% del presupuesto general del país. Si han volcado US$ 250:000.000, 
¡bienvenida sea una pérdida de US$ 6:000.000 para ayudar a la tranquilidad social y a la extensión del 
alumbrado! Pero nada de eso es cierto. 


Insisto en que cuando vinieron las autoridades de UTE tenían la intención de defender la situación económica 
del ente, sin darse cuenta que los ciudadanos que viven en todo el país son los que hacen los aportes y 
quienes, de una u otra forma, quienes lo mantienen. 


SEÑOR MOLINELLI.- Creemos en la empresa pública, y pensamos que a UTE hay que defenderla. 
También creemos que hay servicios que deben estar subsidiados abiertamente y tener un costo menor. 
Pero ahora queríamos escuchar la opinión de los Intendentes, que ha sido muy valiosa; el análisis del 
proyecto lo haremos después. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- La gran preocupación que estamos viviendo en mi departamento -también en 
otros, porque he hablado con muchísimos Intendentes- es que, más que un problema económico, es un 
problema social. Tenemos que ayudarnos todos. Ni en los barrios de Maldonado, de Montevideo, ni de 
ninguna otra ciudad hay posibilidades de mantener la seguridad si no ayudamos con alumbrado 
público, además de los recursos que los Gobiernos departamentales están volcando a distintas 
organizaciones nacionales -Ministerios y empresas públicas- a efectos de ayudar al desenvolvimiento de 
un Gobierno. Ahí está la parte medular de este proyecto, que puede ser modificado por la Comisión, 
que puede ser ampliado generosamente o reducido. Mi intención fue solamente interpretar el deseo de 
todos los Intendentes en el Congreso y que en su momento no fue contemplado por el Directorio de 
UTE. 


Es cierto lo que se decía en cuanto a que esto se soluciona a través de un acuerdo político, de una nueva ley o 
modificando una existente haciéndole un agregado. 


No es cierto que el Poder Ejecutivo pierda la facultad de fijar las tarifas públicas. Esa facultad la tendrá 
siempre. Esperemos que no la sigan subiendo sino bajando y que en el futuro la gente que hoy está en mayor 
peligro y que carece del alumbrado pueda tenerlo porque va a ayudar a todos y, fundamentalmente, a los 
gobernantes departamentales que van a vivir con cierta tranquilidad. 


SEÑOR DA ROSA.- Creo que lo que está faltando es la necesidad de que alguien haga la articulación 
desde el punto de vista comercial, político, o el que sea. No es nuestra intención juzgar a los jerarcas ni 


a los técnicos de UTE. Ellos defienden un criterio de una empresa pública y, naturalmente, eso es 
respetable. 


Cuando discutimos con ellos sobre el valor de la seguridad y por qué debía ser asumido integramente por los 
Gobiernos departamentales, siendo un elemento que debe ser custodiado a nivel nacional, los técnicos nos 
han dicho: "Esos no son temas nuestros, del Directorio, de los jerarcas ni de esta negociación. Aquí estamos 
para discutir en base a estos números y ver cómo arreglamos esta situación planteada". Entonces, lo que falta 
para enfocar este tema en su globalidad es que exista una articulación que permita encaminar soluciones, 
tanto para el problema viejo del endeudamiento como para ver qué va a pasar en el futuro, y cómo logramos 
que en el futuro el problema viejo del endeudamiento no vuelva a reeditarse como fenómeno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que el proyecto de ley es importante. Este va a ser un año que la 
Comisión va a tener que trabajar mucho sobre la energía: tendremos que tratar el tema del gas, de la 
central térmica y este otro. 


Nosotros queremos empresas públicas eficientes. Las empresas tienen que desenvolverse en otro ámbito, con 
otras normas. Somos cuidadosos de sus recursos y su patrimonio. Por otro lado, tenemos la situación de las 
Intendencias. En diciembre vinieron los técnicos de UTE a dar su visión, pero el Presidente del Directorio 
nos ha llamado para decirnos que está dispuesto a concurrir a la Comisión. Creo que más allá del análisis del 
proyecto de ley, en este momento debemos articular formas de buscar soluciones. 


SEÑOR MOREIRA REISCH.- Coincidimos todos en la importancia estratégica que tiene que UTE 
goce de buena salud económica financiera. Las Intendencias forman parte de uno de los problemas que 
tiene la UTE; solo tres quedan con vida, pagando sus cuentas. Entonces, UTE tiene un problema, y 
nosotros también. Los intereses son convergentes y no van en otra dirección. Consideramos que UTE 
es un instrumento de vital importancia para el Uruguay, es patrimonio de los uruguayos. Lo que no 
queremos es estar en esta situación de endeudamiento en que nos encontramos. 


Pero también coincidimos en que con el actual tratamiento tarifario vamos a seguir inexorablemente en esta 
situación. Hemos agotado la vía de las conversaciones. Hace ocho años que soy Intendente, así como el señor 
Da Rosa y el señor Lapaz, y durante estos ocho años hemos estado hablando de este tema. Primero hablamos 
del IVA; no nos sacaron el IVA por un problema de política tributaria general, pero la tarifa sí se puede sacar, 
pero UTE no la quiere variar. Si no hay una solución legislativa, no habrá solución. 


Esto es hacerse trampas al solitario. Con esta tarifa, nosotros no vamos a pagar y UTE no va a cobrar. Va a 
ser muy difícil que UTE se pueda subrogar el cobro de la tasa de alumbrado en las actuales circunstancias. 
Entonces, me parece que esta solución legislativa es la vía que nos va a permitir pagar a UTE. Después no va 
a haber más excusas. El que no pague con la tarifa de gran consumidor, que lo maten, pero si no obtenemos 
ese tratamiento tarifario, no vamos a tener solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del Congreso de Intendentes y del señor Diputado 
Rodríguez. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


